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Señores 

SALA FISCAL Y SANCIONATORIA 

CONTRALORÍA DELEGADA PARA RESPONSABILIDAD FISCAL, INTERVENCIÓN 

JUDICIAL Y COBRO COACTIVO 

E.   S.   D. 

 

REFERENCIA: PROCESO ORDINARIO DE RESPONSABILIDAD FISCAL 

DE DOBLE INSTANCIA 

RADICADO: PRF-88112-2017-002 

ENTIDAD AFECTADA: CÁMARA DE REPRESENTANTES 

VINCULADOS: DIANA ROJAS BRIÑEZ Y BLANCA EMMA SALAZAR 

BONILLA 

TERCEROS VINCULADOS: AXA COLPATRIA S.A.  

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C., 

identificado con cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá, abogado en ejercicio, portador 

de la Tarjeta Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi calidad 

de apoderado especial de AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., tal y como consta en el 

expediente, mediante el presente escrito me permito elevar SOLICITUD DE ACLARACIÓN Y 

ADICIÓN frente al Auto No. ORD-801119-1342023 del 4 de octubre de 2023 “por medio del cual 

se revisa en grado de consulta el fallo sin responsabilidad contenido en el Auto No. URF1-0008 

del 19 de septiembre de 2023, proferido dentro del proceso ordinario de responsabilidad fiscal 

PRF-88112-2017-002”, notificado por estado del 6 de octubre de 2023, con fundamento en los 

artículos 285 y 287 del Código General del Proceso, aplicables por remisión expresa del artículo 

66 de la Ley 610 de 2000, en los siguientes términos: 

 

I. OPORTUNIDAD  

 

En primera medida, cabe aclarar que el presente escrito se presenta dentro del término de 

ejecutoria de la providencia, a luces del artículo 56 de la Ley 610 de 2000, en la medida que esta 

fue notificada por estados del 6 de octubre de 2023 y, el primer día hábil siguiente fue el 9 de 

octubre de 2023. En virtud de lo anterior, los cinco (5) días de ejecutoria comenzaron a correr a 

partir del 9 de octubre de 2023 y, de acuerdo a los artículos 285 y 287 del Código General del 

Proceso, las solicitudes de aclaración y complementación deben impetrarse en el término de 

ejecutoria de las providencias, de modo tal que el presente escrito se presenta en término, pues 

el mismo se extiende hasta el 13 de octubre de 2023.  

 

I. SOLICITUD DE ADICIÓN 

 

En primera medida, es menester recordar que la solicitud de adición está contemplada en el 

artículo 287 del Código General del Proceso y tiene como finalidad resolver cualquier omisión o 

punto que debía ser objeto de pronunciamiento en la sentencia, en los siguientes términos: 

 

“ARTÍCULO 287. ADICIÓN. Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de 

los extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley 

debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia 

complementaria, dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada 

en la misma oportunidad. 
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El juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia del inferior siempre que 

la parte perjudicada con la omisión haya apelado; pero si dejó de resolver la demanda 

de reconvención o la de un proceso acumulado, le devolverá el expediente para que dicte 

sentencia complementaria. 

 

Los autos solo podrán adicionarse de oficio dentro del término de su ejecutoria, o a 

solicitud de parte presentada en el mismo término. 

 

Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la 

complementación podrá recurrirse también la providencia principal”.  

 

En el mismo sentido, el Consejo de Estado ha explicado la solicitud de adición de providencias 

judiciales, así: 

 

“De otro lado, al tenor de lo dispuesto en el artículo 287 del Código General del Proceso, 

aplicable al presente asunto por remisión expresa de la Ley 1437 de 2011, procede la 

adición de providencias judiciales dentro del término de su ejecutoria, de oficio o a 

solicitud de parte, frente a autos y sentencias en las cuales se haya omitido la resolución 

de cualquiera de los extremos de la litis, o de cualquier otro punto que de conformidad 

con la Ley debía ser objeto de pronunciamiento, omisión que debe ser suplida por el 

respectivo juez mediante sentencia o auto complementario”1. 

 

Igualmente, conviene precisar que esta Corporación ha señalado que frente a los fallos con 

responsabilidad fiscal proceden las solicitudes de adición y aclaración, así como que las mismas 

deben interponerse dentro del término de ejecutoria, así: 

 

“198. Para la Sala teniendo en cuenta que la ejecutoria del auto por medio del cual se 

dicta el fallo de responsabilidad fiscal constituye un acto administrativo contra el cual 

procede los recursos de ley y por ende su ejecutoria se produce una vez se surta su 

notificación; de este modo está visto que habiéndose efectuado su notificación personal 

y transcurrido cinco días de esta comunicación, se entiende ejecutoriado el mismo 

siempre que no se hayan interpuesto recurso de reposición en subsidio apelación, 

razón por la cual se considera que la solicitud de adición de un fallo de 

responsabilidad debe efectuarse en dicho lapso”2. 

 

• Sobre el coaseguro y la falta de análisis de las condiciones generales y particulares 

de las pólizas de seguro No. 8001000524 y No. 8001000636 

 

Pues bien, una vez aclarada la finalidad de la adición de providencias, debe indicarse que el fallo 

con responsabilidad fiscal omitió analizar las condiciones generales y particulares pactadas en 

las pólizas que afectó, especialmente, no tuvo en cuenta que en las mismas se convino un 

coaseguro entre ALLIANZ SEGUROS S.A., MAPFRE SEGUROS GENERALES, SEGUROS 

GENERALES SURAMERICANA y la PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, cada una de 

ellas con un porcentaje de participación del 10%. Bajo este entendido, a mi prohijada únicamente 

le corresponde pagar el 60% del fallo, tal y como se procederá a exponer.  

 

 
1 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 56845 del 13 de diciembre de 2016, C.P. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
2 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Rad. 47001233300020140042801 del 10 de 
diciembre de 2021, CP. Hernando Sánchez Sánchez. 
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Antes de referirme a lo anterior, es pertinente precisar que, al momento de proferirse el fallo 

dentro del presente trámite, se omitió efectuar el estudio de las condiciones particulares y 

generales del contrato de seguro. En efecto, el Honorable Juzgador no tuvo en cuenta que la 

póliza incorporada en el expediente no goza de ningún tipo de cobertura, lo cual indudablemente 

contraviene el artículo 44 de la Ley 610 de 2000, el cual dispone:  

“Cuando el presunto responsable, o el bien o contrato sobre el cual recaiga el objeto del 

proceso, se encuentren amparados por una póliza, se vinculará al proceso a la 

compañía de seguros, en calidad de tercero civilmente responsable, en cuya virtud 

tendrá los mismos derechos y facultades del principal implicado. La vinculación se 

surtirá mediante la comunicación del auto de apertura del proceso al representante legal 

o al apoderado designado por éste, con la indicación del motivo de procedencia de 

aquella.”  

Sobre el particular, se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado, Sección Primera, 

consejera ponente: María Claudia Rojas Lasso, radicación No. 25000-23-24-000-2002-00907-01, 

al señalar: 

“El papel que juega el asegurador es precisamente el de garantizar el pronto y efectivo 

pago de los perjuicios que se ocasionen al patrimonio público por el servidor público 

responsable de la gestión fiscal, por el contrato o el bien amparados por una póliza. Es 

decir, la vinculación del garante está determinada por el riesgo amparado, en estos 

casos la afectación de patrimonio público por el incumplimiento de las obligaciones del 

contrato, la conducta de los servidores públicos y los bienes amparados, pues de lo 

contrario la norma acusada resultaría desproporcionada si comprendiera el deber 

para las compañías de seguros de garantizar riesgos no amparados por ellas.” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

En ese contexto, la vinculación del garante se encuentra circunscrita al riesgo amparado, pues 

de lo contrario, la norma ya mencionada resultaría desproporcionada si comprendiera el deber 

para las compañías de seguros de garantizar riesgos no cubiertos por ellas.  

 

Ahora, es importante tener en cuenta que para efectuar la vinculación de una compañía de 

seguros deben considerarse y acatarse las directrices planteadas en el instructivo No. 

82113-001199 del 19 de junio de 2002, proferido por la Contraloría General de la Republica. 

Este instructivo regula y aclara el procedimiento de vinculación del asegurador a los Procesos de 

Responsabilidad Fiscal a que se refiere el Artículo 44 de la Ley 610 de 2000.  

 

De este modo, en aquel documento se estableció que, antes de vincular a una aseguradora, 

deben observarse algunos aspectos fundamentales respecto de la naturaleza del vínculo jurídico 

concretado en el contrato de seguros correspondiente. Por cuanto de la correcta concepción de 

esa relación convencional, se puede determinar si se debe o no hacer efectiva la garantía 

constituida en las pólizas.  

 

El citado instructivo emitido con base en la Ley 610 de 2000, precisó las condiciones o requisitos 

para la procedencia de la vinculación de las aseguradoras a los procesos de responsabilidad 

fiscal, determinando que:  

“(…) 2. Cuando se vinculan…-las aseguradoras- se deben observar las siguientes 

situaciones:  

a) Verificar la correspondencia entre la causa que genera el detrimento de tipo 

fiscal y el riesgo amparado: Por ejemplo: Si se responsabiliza por sobrecostos en un 

contrato y la póliza cubre únicamente el cumplimiento y calidad del objeto contratado, 
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no hay lugar a vincularla, por cuanto los sobrecostos no son un riesgo amparado y 

escapan al objeto del seguro. 

b) Establecer las condiciones particulares pactadas en el contrato de seguro, 

tales como vigencia de la póliza, valor asegurado, nombre de los afianzados, 

existencia de un deducible, etc., eso para conocer el alcance de la garantía, toda vez 

que de estas condiciones se desprenderá la viabilidad de la vinculación de la Compañía 

aseguradora al proceso. 

c) Examinar el fenómeno de la prescripción, que si bien es cierto, por vía del art. 

1081 del Código de Comercio, es de dos años la ordinaria y de cinco la extraordinaria 

(…)” (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

Vale la pena mencionar, que este instructivo debe ser interpretado armónicamente con la Circular 

No. 005 proferida por la Contraloría General de la Nación el 16 de marzo de 2020, la cual fue 

sumamente clara al puntualizar y exigir el cumplimiento de lo siguiente:  

“En aras de brindar mayor claridad frente a la vinculación de las compañías 

aseguradoras en los procesos de responsabilidad fiscal que adelanta la Contraloría 

General de la República y como parte de la política de prevención del daño antijurídico 

que ha adoptado la entidad para el presente año, a continuación se resaltan algunos 

aspectos que deben ser tenidos en cuenta por los operadores jurídicos, relacionados 

con la mencionada vinculación de dichas compañías como garantes dentro de los 

procesos de responsabilidad fiscal: 

• Las compañías de seguros no son gestores fiscales, por ende, su responsabilidad 

se limita a la asunción de ciertos riesgos en las condiciones previstas en el 

contrato de seguros. 

• Las obligaciones de la aseguradora tienen límites, entre otros, la suma asegurada, la 

vigencia, los amparos, las exclusiones, los deducibles, los siniestros, establecidos en el 

clausulado del contrato de seguros correspondiente. 

• De conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Ley 610 de 2000, la 

vinculación como garante de una compañía aseguradora se da, ya sea porque el 

presunto responsable, o el bien o contrato sobre el cual recae el objeto del proceso se 

encuentra amparado por una póliza. 

(…) 

•Teniendo en cuenta el hecho generador sobre el que recae el proceso de 

responsabilidad fiscal, el mismo debe contrastarse con los sinestros cubierto por las 

pólizas de seguros que potencialmente se afectarán y a partir de allí analizar las 

condiciones generales y particulares del contrato de seguros, la base o modalidad 

(ocurrencia, descubrimiento, reclamación o "claims made", etc.) de la cobertura del 

seguro que se pretende afectar y las demás condicione del contrato, con miras a 

determinar tempranamente y con absoluta claridad cuál es la póliza llamada a responder 

(en virtud a la vigencia, el ramo de seguros, etc.). 

•Es importante que, además de identificar la modalidad de cobertura, el operador 

fiscal verifique los demás elementos de la póliza, como su periodo de 

prescripción, de retroactividad, las exclusiones que establezca, sus amparos, 

deducible, valor y de ser posible determinar si la misma ya había sido afectada, 

lo cual puede afectar la suma asegurada. 

• El operador fiscal debe identificar con absoluta claridad cuáles son las modalidades 

de cobertura (descubrimiento, ocurrencia, o reclamación claims made), así como su 

vigencia, los periodos de cobertura temporal retroactiva o no de las respectivas 
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pólizas, y demás condiciones, para determinar cuál de ellas se afectará en curso del 

proceso de responsabilidad fiscal. En caso de tratarse de la modalidad de seguros de 

ocurrencia, la póliza a ser afectada debe ser aquella que se encontraba vigente para el 

momento de acaecimiento del hecho que genere la pérdida del recurso público. Si la 

modalidad es por descubrimiento, la póliza afectada será la que se encontraba vigente 

a la fecha en que se tuvo conocimiento del hecho que origine la pérdida o solicitud de 

indemnización. Y si la modalidad del seguro es por reclamación o "claims made", deberá 

afectarse la póliza vigente al momento de proferir el auto de apertura o de vinculación 

de la aseguradora. 

• El operador fiscal deberá verificar que no se realice una indebida acumulación 

de vigencias o de valores asegurados de las pólizas de seguros y en consecuencia la 

vinculación de la aseguradora se hará con sujeción a la respectiva modalidad prevista 

en el contrato de seguro. 

•El operador fiscal dentro del ejercicio de verificación antes señalado, debe 

analizar tanto las condiciones generales como particulares en las cuales se 

determinan las coberturas y exclusiones de la póliza, vinculando únicamente el 

valor del amparo al que se refiere el hecho investigado. 

(…) 

Se considera de la mayor importancia que, en lo sucesivo, se realice el estudio 

temprano, oportuno e integral de todas las pólizas de seguros que puedan llevar 

a la declaratoria de responsabilidad civil dentro de los procesos de 

responsabilidad fiscal, con el fin de dar cumplimiento a las disposiciones 

contenidas en la Ley 389 de 1997, el Código de Comercio y las cláusulas contractuales 

de los respectivos contratos de seguros, en armonía con las normas especiales que 

regulan el proceso de responsabilidad fiscal”. (…) (Subrayado y negrilla fuera del texto 

original). 

Conforme a lo anterior, es claro que la vinculación de la aseguradora debe estar condicionada a 

la estricta observancia o análisis previo de las pólizas invocadas para efectuar su vinculación, 

debiendo sujetarse a las condiciones contractuales del aseguramiento, independientemente del 

carácter y magnitud de la eventual infracción fiscal. Lo anterior, para determinar si es o no 

procedente su vinculación y declaratoria como tercero civilmente responsable, siempre que no se 

configure alguna causal de inoperancia del contrato de seguro. 

En efecto, como lo ha manifestado el Honorable Consejo de Estado, Sección Primera, en el fallo 

del 18 de marzo de 2010, la vinculación de las compañías de seguros no se efectúa a título de 

responsable fiscal, sino de tercero civilmente responsable, precisamente en razón a que su 

participación en el proceso se deriva única y exclusivamente del contrato de seguro y no de algún 

acto fiscal, o de una conducta suya que pudiera resultar lesiva para el erario público. Es por esto, 

que su responsabilidad se circunscribe a una de tipo civil o contractual, pero no fiscal, debiendo 

regirse precisamente por lo establecido en el derecho comercial sobre este particular. 

En el caso particular, es evidente que el ente de control no efectuó el análisis y estudio de las 

condiciones pactadas en las Pólizas de Seguro de Manejo Global Entidades Oficiales No. 

8001000524 y No. 8001000636 expedidas por AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. En efecto, 

omitió considerar que dichas pólizas pactaron un coaseguro entre ALLIANZ SEGUROS S.A., 

MAPFRE SEGUROS GENERALES, SEGUROS GENERALES SURAMERICANA y la 

PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, así: 
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En ese sentido, existiendo coaseguro, es decir, estando distribuido el riesgo entre las compañías 

de seguros mencionadas, debió tenerse en cuenta que la responsabilidad de cada una de las 

aseguradoras está limitada al porcentaje antes señalado, pues no se puede predicar una 

solidaridad entre ellas.  

Lo anterior, conforme a lo preceptuado en el artículo 1092 del Código de Comercio, el cual 

sostiene: 

“(…) En el caso de pluralidad o de coexistencia de seguros, los aseguradores deberán 

soportar la indemnización debida al asegurado en proporción a la cuantía de sus 

respectivos contratos, siempre que el asegurado haya actuado de buena fe. La mala fe 

en la contratación de éstos produce nulidad. (…)” 

Lo estipulado en la norma en cita, se aplica al coaseguro por estipulación expresa del Art. 1095 

ibidem, que establece lo siguiente:  

“(…) Las normas que anteceden se aplicarán igualmente al coaseguro, en virtud del 

cual dos o más aseguradores, a petición del asegurado o con su aquiescencia previa, 

acuerdan distribuirse entre ellos determinado seguro. (…)” 

Respecto a la falta de solidaridad entre las coaseguradoras, la jurisprudencia del Consejo de 

Estado ha sido clara en la necesidad de establecer el porcentaje que le corresponde a cada una 

de ellas, en los siguientes términos: 

 

“De otra parte, para efectos indemnizatorios cada coaseguradora se entiende que 

concurre conforme a su importe y por tanto las obligaciones que asume cada 

coaseguradora no se torna en relación con las otras coaseguradoras en 

obligaciones solidarias que impliquen que si alguna paga la indemnización total 

pueda reembolsarse en términos del artículo 1.096 ibídem, sobre la subrogación. 

Recuérdese además que el artículo 1.092 ibídem establece que "En el caso de pluralidad 

o de coexistencia de seguros, los aseguradores deberán soportar la indemnización 

debida al asegurado EN PROPORCIÓN A LA CUANTÍA de sus respectivos contratos, 

siempre que el asegurado haya actuado de buena fe. La mala fe en la contratación de 

éstos produce nulidad" (mayúsculas por fuera del texto original). 

 

En consecuencia, y como además se conoce del caso en grado jurisdiccional de 

consulta, no es procedente reconocer a la actora el total de la indemnización pagada al 

asegurado SINO EL VALOR EN EL QUE CONCURRIÓ COMO COASEGURADORA, 

esto es, la suma de $20'102.313”3. 

Así se reiteró en decisión más reciente, en la que se indicó: 

“En atención al coaseguro existente, se precisa que la llamada en garantía reembolsará 

únicamente el 55% de lo que llegue a pagar el Municipio de Santiago de Cali, pues, en 

estos eventos, los distintos aseguradores deben responder con sujeción a la 

participación que asumieron al momento de la celebración del contrato sin que exista 

solidaridad de conformidad con el artículo 1092 del Código de Comercio: “La 

 
3 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 13632 del 27 de noviembre de 2002, C.P. María Elena Giraldo 
Gómez.  
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jurisprudencia ha reconocido que en casos de coaseguro se responde en proporción a 

la cuantía que se asumió, sobre todo en el caso en que ello se pacte expresamente. 

De hecho, ha indicado que en casos de coaseguro “el riesgo, entonces, es dividido en 

el número de coaseguradores que participan del contrato, en las proporciones que 

entre ellos dispongan, sin que se predique solidaridad entre ellos”4. 

Por consiguiente, al momento de fallar, la Contraloría debió tener en cuenta que las pólizas de 

seguro No. 8001000524 y No. 8001000636 fueron tomadas en coaseguro. En virtud de lo 

anterior, es claro que mí procurada y las aseguradoras citadas, acordaron distribuirse el riesgo 

según los porcentajes señalados, sin que pueda predicarse una solidaridad entre ellas, y 

limitándose la responsabilidad de estas en proporción con el porcentaje del riesgo asumido. Por 

lo anterior, a AXA COLPATRIA S.A. sólo le correspondería un 60% de la condena, pues el 40% 

restante fue distribuido entre ALLIANZ SEGUROS S.A., MAPFRE SEGUROS GENERALES, 

SEGUROS GENERALES SURAMERICANA y la PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS. 

 

Bajo esta línea argumentativa, solicitamos al despacho adicionar el resuelve de la decisión con 

fecha del 4 de octubre de 2023 y, en esta medida, establecer que mi prohijada es civilmente 

responsable únicamente en el porcentaje del coaseguro asumido que, para el caso, corresponde 

al 60%.  

 

II. SOLICITUD DE ACLARACIÓN CON RESPECTO A LA PÓLIZA 

AFECTADA 

 

De otra parte, el artículo 285 del Código General del Proceso contempla la figura de la aclaración 

de sentencias, partiendo de la hipótesis de que estas no son revocables, ni reformables por el 

juez que las profirió, no obstante, pueden ser aclaradas por este cuando contengan conceptos 

que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidos en la parte resolutiva de 

la sentencia o influyan en ella. Así las cosas, dicha disposición normativa prevé: 

 

“ARTÍCULO 285. ACLARACIÓN. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez 

que la pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, 

cuando contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre 

que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella. 

 

En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. La aclaración procederá 

de oficio o a petición de parte formulada dentro del término de ejecutoria de la 

providencia. 

 

La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite recursos, pero dentro de su 

ejecutoria podrán interponerse los que procedan contra la providencia objeto de 

aclaración”.  

 

Igualmente, el Consejo de Estado ha determinado el alcance de la aclaración de sentencias, en 

los siguientes términos: 

 

“De acuerdo con el principio de seguridad jurídica, la sentencia es inmodificable por el 

mismo juez que la profirió, lo que significa que una vez se emite la decisión judicial el 

juez pierde competencia para pronunciarse sobre el asunto definido. Sin embargo, el 

 
4 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 53472 del 30 de marzo de 2022, C.P. Martín 
Bermúdez Muñoz. 
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juez de manera excepcional está facultado para aclarar la sentencia, de oficio o a 

solicitud de parte, sólo cuando en ella se observen “conceptos o frases que ofrezcan 

verdadero motivo de duda”, siempre que dichas frases “estén contenidas en la parte 

resolutiva de la sentencia o influyan en ella”.  

 

Así, la aclaración de la sentencia se torna en un instrumento conferido a las partes 

y al juez, para dar claridad y explicación sobre conceptos o frases provenientes de 

una redacción que dificulta el entendimiento de la sentencia; conceptos de difícil 

comprensión que son relevantes en la decisión, pues integran la parte resolutiva de 

la sentencia o inciden en ella. No obstante que la ley faculta al juez para el ejercicio de 

esa potestad, ello no significa que, al aclarar la decisión, el juez pueda revocarla o 

reformarla”5. 

 

Habiendo aclarado el alcance de esta figura procesal, debe señalarse que dentro de la decisión 

de segunda instancia genera verdadero motivo de duda, el fundamento contractual que tuvo en 

cuenta el despacho para declarar civilmente responsable a AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., 

pues no se adujo cuál de las pólizas se afectaba.  

 

En este sentido, es importante recordar que en el Auto No. URF1-0271 del 13 de diciembre de 

2022, se vinculó a AXA COMPATRIA SEGUROS S.A. por las Pólizas de Seguro de Manejo 

Global Entidades Oficiales No. 8001000524 y No. 8001000636, cuyas vigencias son las 

siguientes:  

 

 

 

Sobre el particular, es importante indicar que es claro que las Pólizas de Seguro de Manejo Global 

Entidades Oficiales No. 8001000524 y No. 8001000636 carecen de cobertura temporal respecto 

a los hechos objeto de fallo con responsabilidad fiscal, pues la última de las pólizas tiene una 

vigencia entre el 8 de diciembre de 2011 y el 19 de junio de 2012 y, el último hecho generador 

del daño se configuró en el año 2015, esto es, por fuera de cobertura 

 

Ahora bien, aun cuando ello tampoco fue objeto de estudio por parte del ente de control fiscal, al 

momento de proferir la decisión, es esencial que el despacho tenga claro que la vinculación de la 

compañía aseguradora está condicionada a la estricta observación o estudio previo de la(s) 

 
5 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sala Plena. Rad. 11001-03-25-000-2014-00360-00(A) del 13 de febrero de 2018, 
C.P. César Palomino Cortés.  
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póliza(s) vinculada(s), siendo menester la sujeción a las condiciones contractuales del 

aseguramiento para determinar si es procedente declarar su responsabilidad en el asunto, como 

consecuencia de su obligación indemnizatoria y, por ende, ruego complementar o adicionar el 

fallo en este sentido.  

 

Ahora, teniendo en cuenta que la sentencia únicamente refiere a una declaratoria como tercero 

civilmente responsable de AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., sin que se relacione el fundamento 

contractual de dicha declaración, esto es, la póliza afectada, respetuosamente solicitamos al 

despacho señalar en la providencia, especialmente en la parte resolutiva, cual es el contrato de 

seguro que debiera afectarse y su certificado y/o vigencia, considerando que a mi prohijada se 

le vinculó con las siguientes pólizas:  

 

Así las cosas, solicito comedidamente se aclare cuál es la póliza y vigencia a afectar, 

considerando los múltiples contratos de seguro por los que fue vinculada mi procurada, 

incluyendo varias vigencias y dos (2) pólizas.  

 

II. NOTIFICACIONES 

 

El suscrito recibirá notificaciones electrónicas en la dirección de correo electrónico 

notificaciones@gha.com.co y físicas en la calle 69 No. 4-48, Of. 502, de la ciudad de Bogotá. 

 

Cordialmente, 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No. 19.395.114 de Bogotá D. C. 

T.P. No. 39.116 del C. S. J. 

 


